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La revocatoria directa en el derecho disciplinario y su comparación 
con el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso 

administrativo

José Fernando Hoyos García

Henry José Devia Pernia

Resumen: En el siguiente artículo de reflexión jurídica, se hace referencia al procedimiento adminis-
trativo de la revocatoria directa que necesariamente termina con la expedición de un acto administrativo, el 
cual se encuentra regulado en el código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo. 
Sin embargo, la administración goza de prerrogativas como la autotutela donde se permite que ella misma, al 
adoptar sus decisiones, las pueda hacer cumplir sin la presencia de un juez, hasta el punto que pueda revocar 
sus propios actos administrativos. 

No obstante, a pesar de gozar de tal poder, sus decisiones no son absolutas y, por ende, los particulares 
o quien se sienta afectado por dicha decisión podrá acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa que esta-
blecerá la legalidad, o no, del acto administrativo con la posibilidad de desvirtuar las presunciones de que este 
goza y hacerlo desaparecer del mundo jurídico.

Palabras Claves: derecho disciplinario, acto administrativo, revocatoria directa, existencia, validez y 
eficacia. 

Abstract: The following article by legal reflection, refers to the administrative procedure of direct recall 
that necessarily ends with the issuance of an administrative act, which is regulated by the code of administrative 
procedure and administrative litigation. However, the administration enjoys prerogatives as autotutela where 
she is allowed to take their decisions are enforceable without the presence of a judge, to the point that it can 
revoke its own administrative acts.

However, despite enjoying such power, their decisions are not absolute, and therefore, individuals or 
who feel affected by the decision may appeal to the administrative contentious jurisdiction who establish the 
legality or otherwise of the administrative act with the possibility to rebut the presumptions that this has and 
make it disappear from the legal world.
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Introducción

En primer lugar, debemos partir diciendo 
que no es pacífica la posición respecto a la 
autonomía o no del derecho disciplinario; 
de hecho, en el artículo sobre la naturaleza 
jurídica del derecho disciplinario ¿autóno-
ma e independiente?, de Mario Felipe Daza 
Pérez, se dejó plasmado que el órgano de 
cierre de la jurisdicción constitucional en 
la sentencia  C-769/98, magistrado ponente 
Antonio Barrera Carbonell, expresó que el 
derecho disciplinario constituye una disci-
plina autónoma e independiente de orden 
jurídico; luego, ello fue ratificado en la Sen-
tencia C-769/98, cuando se dijo: “Diferentes 
disposiciones de la Constitución sirven de 
base para sostener, cierto grado de indepen-
dencia o autonomía del derecho disciplina-
rio frente al derecho penal (…)”. No resulta 
admisible, por lo tanto, aplicar las normas 
penales a lo disciplinario, sin hacer las adap-
taciones necesarias que imponen las espe-
cificidades antes anotadas. No obstante, 
mientras el derecho disciplinario no termine 
el proceso de construcción de las reglas y 
principios que le son propios, las remisiones 
a los principios, garantías e instituciones pe-
nales serán inevitables; aunque no debe lle-
garse a la situación de extremar la aplicación 
de estas en desmedro de las reglas especia-
les que gobiernan el sistema disciplinario. 
El tema se vuelve a tocar en las sentencias 
C-708/99, C-028/06, C-242/10, entre otras

Derecho disciplinario

En materia del derecho disciplinario, el guar-
dián de la Constitución, mediante Sentencia 
C-030/12, respecto a la potestad sanciona-
dora de la administración, ha dicho 

(…) que esta se concreta en la facultad que se le 
atribuye a los entes públicos de imponer sanciones 
a sus propios funcionarios, y su fundamento consti-
tucional se encuentra en múltiples normas de orden 
superior, tales como los artículos 1º, 2º, 6º, 92, 122, 
123, 124, 125, 150-2, 209 y 277 de la Carta Política. 

En efecto, en los artículos 6° y 123 de la 
Carta Política, consagran que todos los ser-
vidores públicos, sin excepción, son res-
ponsables ante las autoridades por infringir 
la Constitución, la ley y los reglamentos, y 
por omisión o extralimitación en el ejerci-
cio de sus funciones. A su turno, el artícu-
lo 92 superior prevé que cualquier persona 
podrá solicitar de la autoridad competente 
la aplicación de las sanciones disciplinarias 
derivadas de la conducta de las autoridades 
públicas. Por su parte, el artículo 122 supe-
rior establece que no habrá empleo público 
que no tenga funciones detalladas en la ley 
o reglamento y que el servidor público no 
puede ejercer el cargo sin prestar juramento 
de cumplir y defender la Constitución y des-
empeñar los deberes que le incumben. 

Sin embargo, pese a lo anterior, la posición 
es que las decisiones que se adopten en ma-
teria disciplinaria con la excepción del Con-
sejo Seccional y Superior de la Judicatura, 
son actos administrativos que se sitúan de 
manera especial, pero que deben cumplir 
a plenitud con los elementos de existencia, 
validez y eficacia de los actos administrati-
vos, y si no se cumple de esta manera, in-
dudablemente se someterán al control sobre 
los vicios que pueden generar tales inobser-
vancias, y que conocerán los jueces de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa.

En efecto, se dice que un acto administrativo 
es perfecto cuando ha culminado su etapa 
de elaboración o, dicho de otra forma, cuan-
do el procedimiento administrativo seguido 
para su creación ha culminado con una de-
cisión final que se concreta en un acto. A su 
turno, un acto administrativo es eficaz cuan-
do aquel, una vez terminado, comienza a 
producir efectos jurídicos y a lo que Rafael 
Extrena señala:

Y una y otra (se refiere a la perfección y la eficacia) 
son cualidades distintas de la validez, con la que 
se predica la concurrencia en un acto determina-
do, o, de todos los elementos que deban integrar-
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lo, los cuales, a su vez, reúnen los requisitos que 
le son propios. Un acto administrativo, pues, podrá 
ser perfecto, pero ineficaz o, eficaz, pero inválido 
(1982, p.226-227). 

En ese orden, el Consejo de Estado (2012) 
sostiene que existen ciertos elementos esen-
ciales en todo acto administrativo que pre-
determinan la validez y la eficacia misma 
del acto. Esos actos son la competencia de 
la autoridad administrativa, la voluntad en la 
expedición, el contenido, la motivación, la 
finalidad y la forma. En lo que se refiere a los 
motivos ha expresado la corporación que la 
administración no puede actuar caprichosa-
mente, sino que debe hacerlo tomando en 
consideración las circunstancias de hecho o 
de derecho que en cada caso la determinen 
a tomar una decisión. 

La anterior premisa es para reafirmar que es 
a través del acto administrativo que la mayo-
ría de la entidades del Estado se encargan de 
llevar adelante en la práctica los cometidos 
estatales, y que con tal función administrati-
va es que declara o exterioriza su voluntad.  
El acto administrativo es “toda manifestación 
unilateral de voluntad de quienes ejercen 
funciones administrativas, tendientes a la 
producción de efectos jurídicos” tal como lo 
señala Santofimio (2002, p. 128). 

No obstante, una vez concluido el procedi-
miento administrativo y el disciplinario, las 
decisiones adquieren firmeza, presunción 
de legalidad y carácter de ejecutorio, hasta 
el punto que, en firme, estos serán suficien-
tes para que las autoridades, por sí mismas, 
puedan ejecutarlos de inmediato, y el res-
paldo es legal consagrado de manera taxati-
va en los artículos 87, 88, 89 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Con-
tencioso Administrativo. 

Sobre la firmeza y legalidad de los actos 
administrativos, el Consejo de Estado ha di-
cho: en consecuencia, si de acuerdo con el 
principio de legalidad la actividad de la Ad-

ministración debe someterse plenamente a 
las normas de superior jerarquía, se infiere 
que, mientras no se demuestre lo contrario, 
una vez se tornen ejecutorios los actos que 
la comprenden, toda ella se ha realizado 
de conformidad con el ordenamiento y por 
ende queda cobijada con una presunción 
de legalidad. “(…)…“salvo norma expresa 
en contrario, los actos administrativos serán 
obligatorios mientras no hayan sido anula-
dos o suspendidos por la jurisdicción en lo 
contencioso administrativo…” (2012). Luego, 
quien pretenda la nulidad de un acto admi-
nistrativo no solo debe combatir expresa-
mente su legalidad sino que también tiene la 
carga de demostrar los hechos en que hace 
consistir la ilegalidad, pues de no hacerlo 
así, de un lado, el juez no podrá acometer 
oficiosamente el estudio de la ilicitud del 
acto y, de otro lado, se mantendrá incólume 
la presunción de legalidad que lo ampara. 

El mismo Código de procedimiento admi-
nistrativo, o Ley 1437 de 2011, nos recuerda 
en el artículo 34 que las actuaciones admi-
nistrativas se sujetarán al procedimiento ad-
ministrativo común y principal, sin perjui-
cio de los procedimientos administrativos 
regulados por leyes especiales, y que en lo 
no previsto en dichas leyes se aplicarán las 
disposiciones de la Parte Primera de dicha 
ley, es decir, que ratifica y es obvio que las 
decisiones son actos administrativos. 

Ahora debemos decir que, pese a la firmeza 
de los actos administrativos y su existencia 
real en la pirámide normativa, se permite 
la revocatoria de tales. Sobre el particular, 
el tratadista Penagos Gustavo prefiere ya 
no hablar de la “inmutabilidad de los actos 
subjetivos, si no de estabilidad de los ac-
tos” (1987, p. 173). Esto es así porque, por 
regla general, los actos subjetivos no son 
revocables, salvo que se suministre la auto-
rización expresa y escrita del titular (artículo 
73 C.C.A.); a contrario sensu, todos los ac-
tos administrativos objetivos, por principio, 
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son revocables (….), como se dijo este es el 
caso de los actos administrativos subjetivos 
que por su naturaleza son irrevocables e in-
tangibles sin el consentimiento del particu-
lar beneficiado, por excepción lo son si se 
suministra la autorización expresa y escrita 
del titular del acto, o cuando son producto 
del silencio administrativo positivo (artículo 
73-2 y 73-3, C.C.A.), (…).

El Consejo de Estado Colombiano, en sen-
tencia del 30 de septiembre de 1972, reco-
noció la “estabilidad del acto” al asimilarla a 
la figura jurídico-administrativa de la “inmu-
tabilidad del acto”, que se configura al reco-
nocer al particular un derecho subjetivo, en-
tendiendo por tal “la facultad de exigir algo 
del Estado o de poder hacer algo diferente a 
él”. Por ello, -dice el Consejo- el acto subje-
tivo por norma general es irrevocable, la ex-
cepción es la revocabilidad cuando se da la 
autorización expresa y escrita por parte del 
titular. Esta inmutabilidad de los actos subje-
tivos no debe confundirse con la institución 
de la cosa juzgada que solo opera para actos 
jurisdiccionales (sentencias proferidas por 
jueces), pero no para actos administrativos. 

El acto administrativo nunca hace tránsito a 
cosa juzgada, ya que la administración no 
tiene como función declarar el derecho. Por 
otro lado, los actos imperfectos o incomple-
tos no gozan de la estabilidad jurídica otor-
gada a los actos administrativos subjetivos, 
pues el acto imperfecto o incompleto puede 
ser revocado por la administración en cual-
quier momento, según lo ha dictaminado 
el Consejo de Estado (Sentencia de junio 
15 de 1955 y en igual sentido la Sentencia, 
Noviembre 5 de 1955). Por consiguiente, la 
supremacía y la potestad de auto tutela in-
herente a la administración, tiene la facultad 
de revisar sus actos y, además, si encuentra 
mérito podrá revocarlos. Lo anterior implica 
que el acto administrativo a pesar de gozar 
de presunción de legalidad en cualquier 
momento puede desaparecer del mundo ju-

rídico, siempre y cuando se configuren las 
condiciones descritas en la ley para su pro-
cedencia.

El anterior Código Contencioso Administra-
tivo (Decreto 01 de 1984) regulaba el tema 
de la revocatoria directa, a partir del artícu-
lo 69, hasta el 74.  Por su parte, el actual 
Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 
de 2011) de igual manera regula la materia 
entre los artículos 93 y 97, en los cuales se 
señalan las causales de revocación (artículo 
93), cuándo es improcedente su aplicación 
(artículo 94), la oportunidad o momento 
en que puede tener lugar (artículo 95), los 
efectos de la solicitud de revocatoria y de la 
decisión (artículo 96) y, finalmente, las con-
diciones o requisitos para que se produzca 
la revocatoria (artículo 97), en conclusión, 
se mantuvo la redacción original del artículo 
72 del Decreto 01 de 1984 en el entendido 
de que la petición de revocatoria, así como 
la decisión a dicha solicitud, no cuenta con 
la entidad suficiente para revivir los térmi-
nos legales para acudir ante esta jurisdicción 
mediante los medios de control, así como 
tampoco da lugar a la aplicación del silencio 
administrativo.  

Sin embargo, se resalta que el parágrafo del 
artículo 95 de la Ley 14 37 de 2011, se intro-
duce la figura de “la oferta de revocatoria de 
los actos administrativos impugnados”, según 
la cual, de oficio, a petición de parte o del 
Ministerio Público, las autoridades demanda-
das podrán formular una oferta tendiente a 
revocar los actos administrativos impugnados 
en sede judicial, que, previa revisión del juez 
contencioso administrativo, será puesta en 
conocimiento del demandante quien deberá 
manifestar si la acepta, evento en el cual el 
proceso se dará por terminado.

El artículo 97 de la Ley 1437 de 2011, en 
punto de la revocatoria de un acto admi-
nistrativo particular aclara, en primer lugar, 
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que la denominación acto administrativo 
comprende, no solo los actos expresos, sino 
también a los fictos, categoría esta última 
que no se advertía de manera clara en el ar-
tículo 73 del Decreto 01 de 1984. En este 
mismo sentido, se mantiene la prohibición 
de revocar actos administrativos que: “hayan 
creado o modificado una situación jurídica 
de carácter particular y concreto o reconoci-
do un derecho de igual categoría” salvo que 
de manera previa, expresa y escrita medie 
el consentimiento del titular del respectivo 
derecho. 

La norma general del procedimiento admi-
nistrativo y de lo contencioso administrativo, 
en lo que respecta a la posibilidad con que 
contaba la administración para revocar actos 
administrativos de carácter particular, en los 
eventos en los que concurría alguna de las 
causales de revocatoria ya citadas, para el 
caso de los actos fictos positivos, o si fue-
re evidente la ilegalidad en su expedición, 
desaparece del nuevo estatuto de Procedi-
miento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. En efecto, los dos incisos fi-
nales del artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 
preceptúan que en los casos en que la admi-
nistración considere la inconstitucionalidad 
o ilegalidad de un acto administrativo, o que 
su expedición tuvo lugar por medios ilegales 
o fraudulentos, deberá acudir ante esta juris-
dicción para demandarlos, siempre que no 
cuente con el consentimiento, previo, expre-
so y escrito, del titular de los derechos reco-
nocidos en el respectivo acto administrativo, 
para lo cual se le faculta a la entidad que no 
es necesario agotar el requisito de procedibi-
lidad de la conciliación prejudicial que se da 
ante el Ministerio Publico, y de igual manera 
que se solicite la suspensión provisional del 
acto administrativo.

Sobre la revocatoria directa la Corte Cons-
titucional se ha pronunciado en múltiples 
oportunidades, en la Sentencia T-105 de 
2007, expuso: (…) ha precisado  también 

que  la revocatoria no procede cuando la 
administración simplemente ha incurrido en 
error de hecho o de derecho, como tampo-
co, por la simple duda que la autoridad pú-
blica pueda tener sobre la legalidad del acto 
administrativo o los medios usados para ob-
tener su expedición. En caso de que se quie-
ra hacer uso de esta figura, es necesario que 
existan elementos de juicio suficientes o evi-
dencia de que medió un actuar fraudulento 
del administrado so pena de contravenir los 
mandatos superiores de buena fe, lealtad y 
seguridad jurídica y atentar contra los de-
rechos fundamentales del administrado, el 
cual podrá acudir, de manera excepcional, a 
la acción de tutela para controvertir la actua-
ción de la administración.

Luego, la mismo Corte en la Sentencia T-172 
de 2005, expuso: 

(…) Con apoyo en los principios constitucionales 
de la buena fe y seguridad jurídica y la teoría del 
respeto por el acto propio, esta Corte ha sosteni-
do que cuando media un acto de reconocimiento 
de un derecho subjetivo el mismo es irrevocable, 
salvo cuando se presta el consentimiento expreso y 
escrito por parte del titular. (…) Entonces, tenemos 
que los artículos 69 y 73 del Código Contencioso 
Administrativo facultan por excepción a las auto-
ridades para revocar los actos administrativos que 
reconocen derechos subjetivos, incluso derechos 
pensionales, sin contar con el consentimiento del 
particular; pero dicha revocación debe tener por 
objeto un acto producto del silencio administrativo 
positivo o un acto administrativo que haya ocurri-
do por medios ilegales. En caso contrario, es decir, 
en el evento de que no se configure cualquiera de 
estas dos excepciones a la regla general de irrevoca-
bilidad de los actos de carácter particular, ha dicho 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, si se 
revoca el acto se configura una extralimitación de la 
mencionada potestad conferida por la ley a las au-
toridades, con la consecuente violación del derecho 
al debido proceso y del principio constitucional de 
la buena fe (…).

Y termina el órgano de cierre de la Jurisdic-
ción Constitucional esbozando en la citada 
sentencia, una advertencia a la administra-
ción de la siguiente manera:
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 (…)Por otra parte, valga recordar también que así 
como no es suficiente para la procedencia de la re-
vocación directa el que la administración haya incu-
rrido en un error de hecho o de derecho al proferir 
el acto, tampoco lo es la simple sospecha que la 
autoridad pública pueda tener sobre la legalidad del 
acto administrativo o los medios usados para obte-
ner su expedición. En caso de que se quiera hacer 
uso de esta figura, es necesario que existan elemen-
tos de juicio suficientes o evidencia de que medió 
un actuar fraudulento por parte del titular del dere-
cho reconocido en el acto (T-172 de 2005)

En consonancia con lo anterior, el Consejo 
de Estado, dentro del radicado interno 4260, 
de mato de 1992, ha señalado: 

(…)Sin embargo, no debe olvidarse que los dere-
chos individuales según nuestra Constitución, me-
recen protección en tanto hubieren sido adquiridos 
conforme a las leyes, es decir, con justo título; y que 
el interés público prima sobre el interés particular. 
Dicho en otros términos, sólo los derechos adquiri-
dos con arreglo a las leyes merecen protección; así 
lo establecía la Constitución de 1886 en su artículo 
30 y también lo consagra la de 1991 en el artículo 
58.

De manera pues, que si para lograr la expedición 
de un acto administrativo que reconoce un derecho 
individual se ha hecho uso de medios ilegales, el 
derecho no es digno de protección y en ese caso 
opera el mandato contenido en el artículo 69 del 
Código Contencioso Administrativo, según el cual 
“Los actos administrativos deberán ser revocados 
por los mismos funcionarios que los hayan expedi-
do o por sus inmediatos superiores...” porque indu-
dablemente se da la primera de las causales que dan 
lugar a la revocatoria directa. A juicio de la Sala, 
esta interpretación consulta los principios constitu-
cionales y además constituye una especie de san-
ción para quienes recurren a medios ilegales para 
obtener derechos.

Obviamente, solo en el caso de los actos 
provenientes del silencio administrativo po-
sitivo, cuando se dan las causales contem-
pladas en el artículo 69 del Código Con-
tencioso Administrativo y cuando el titular 
del derecho se ha valido de medios ilegales 
para obtener el acto, puede revocarse di-
rectamente sin su consentimiento expreso 
y escrito; no cabe este proceder, cuando la 
administración simplemente ha incurrido en 

error de hecho o de derecho, sin que tenga 
en ello participación el titular del derecho. 
En ese caso, estará obligada a demandar su 
propio acto ante la imposibilidad de obtener 
el consentimiento del particular para revo-
carlo” (Subrayas fuera de texto). 

La revocatoria directa, de igual manera, 
se encuentra consagrada en la Ley 734 de 
2002 o Código Disciplinario Único, que bá-
sicamente en lo elemental es similar respec-
to a las causales a la norma general, pero 
que, dada su especialidad, necesariamente 
trae particularidades que se encuentran des-
critas en los artículos 122 a 127, y como ca-
racterísticas fundamentales se desprenden 
las siguientes: - Procede contra fallos sancio-
natorios. - Opera de oficio o a petición del 
sancionado. La competencia para revocar 
un fallo es del funcionario que lo profirió, o 
de su superior jerárquico, o del procurador 
General de la Nación. - Como causales de 
revocación se consagran la infracción mani-
fiesta de las normas constitucionales, legales 
o reglamentarias y la vulneración o amena-
za manifiesta de los derechos fundamenta-
les. - Es requisito esencial, si la revocatoria 
es solicitada por el sancionado, que contra 
el fallo cuya revocatoria se solicita, no se hu-
bieren interpuesto recursos ordinarios. -La 
petición de revocatoria y su decisión no re-
viven términos para el ejercicio de acciones 
contencioso administrativas.

Se resalta que la Ley 734 de 2002, o Código 
Disciplinario Único está próxima a ser dero-
gada; sin embargo, las causales de revocato-
ria en materia disciplinaria siguen intactas.  
De hecho, en el texto conciliado por el Con-
greso de la Republica del proyecto de Ley 
número 195 de 2014, número 55 de 2014 
del Senado, acumulado con el proyecto de 
Ley número 50 de 2014 del Senado, por 
medio de la cual se expedirá el Código Ge-
neral Disciplinario, para derogar la Ley 734 
de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 
1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
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disciplinario, lo que hicieron básicamente 
fue actualizar las nuevas normas acorde con 
los pronunciamientos que sobre los casos 
concretos ya había efectuado la Corte Cons-
titucional en la Sentencia  C-014 de 2004, 
donde al  examinar el interrogantes de si:

¿La improcedencia de la revocatoria directa de los 
fallos disciplinarios absolutorios, vulnera los dere-
chos a la verdad y a la justicia de las víctimas de las 
faltas constituidas por violaciones del derecho in-
ternacional de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario?

En la sentencia se concluyó que, en general, 
la improcedencia de la revocatoria directa 
contra los fallos disciplinarios absolutorios 
o la decisión de archivo de la actuación es 
legítima, pues resulta coherente con la car-
ta la decisión legislativa de dar primacía, en 
ese ámbito del derecho sancionador del Es-
tado, al derecho a la seguridad jurídica que 
ampara al investigado sobre el derecho de 
justicia material.   Con todo,   en la misma 
sentencia, dada la necesidad de conciliar el 
alcance del derecho internacional de los de-
rechos humanos y del derecho internacional 
humanitario, de los contenidos materiales 
del debido proceso, del derecho de igual-
dad, del derecho de participación y de los 
derechos de las víctimas, como también las 
funciones de la Procuraduría General de la 
Nación, con el régimen de la revocatoria de 
los fallos absolutorios o decisiones de archi-
vo, la Corte declaró exequibles los artículos 
122 a 124 del Código Único Disciplinario, 
en el entendido que cuando se trata de faltas 
constitutivas de violaciones del derecho in-
ternacional de los derechos humanos o del 
derecho internacional humanitario, también 
procede la revocatoria del fallo absolutorio 
y del auto de archivo. Además, lo que ya 
se había declarado en la Sentencia C-666 de 
2008, que estipulaba que cuando se trata de 
faltas disciplinarias que constituyen violacio-
nes del derecho internacional de los dere-
chos humanos y del derecho internacional 
humanitario, respecto de las víctima, que no 

tuvieron la oportunidad de participar en la 
actuación disciplinaria, el término de cinco 
años para solicitar la revocatoria directa de 
decisiones absolutorias, de archivo o con 
sanciones mínimas respecto de la conducta, 
debe empezar a contarse desde el momento 
en que la víctima se entera de la existencia 
de tales providencias, salvo que haya ope-
rado la prescripción de la sanción discipli-
naria. 

En el nuevo proyecto de ley observamos que 
la revocatoria directa en materia disciplina-
ria, procede contra los fallos sancionatorios 
y autos de archivo, de oficio o a petición del 
interesado.  Que el quejoso podrá solicitar 
la revocatoria del auto de archivo, siempre 
y cuando no hubiere interpuesto contra este 
los recursos ordinarios previstos en dicho 
código. Que el plazo para solicitar la revo-
catoria directa para las decisiones de archivo 
por parte del quejoso será de tres (3) me-
ses a partir de la fecha de su comunicación. 
Que una vez se allegue la petición de revo-
catoria, se comunicará al disciplinado para 
que dentro de los cinco (5) días siguientes 
al recibo de la comunicación se pronuncie 
sobre la solicitud. 

Lo que sí debe destacarse, es que en el pro-
yecto de ley se establece que el procurador 
General de la Nación será la única autori-
dad competente que podrá revocar los fallos 
sancionatorios, los autos de archivo y el fallo 
absolutorio. A diferencia de lo que pasa con 
la Ley 734 de 2002 en la que se permite que 
quien profirió el fallo disciplinario o el supe-
rior de este también podía revocar.

Sin embargo, pese a lo descrito en líneas 
precedentes es pertinente insistir como lo ha 
dicho el Consejo de Estado, que el control 
disciplinario que ejerce la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, a lo cual yo le sumo que 
cualquier operador disciplinario no constitu-
ye ejercicio de función jurisdiccional. 
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La Procuraduría, ni los operadores disci-
plinarios, no juzgan ni emiten sentencias, 
puesto que no son jueces.  El procurador 
es la máxima autoridad disciplinaria en el 
ámbito externo de ejercicio de la potestad 
disciplinaria, pero reitero sus decisiones son 
manifestación de la función administrativa, 
mas no de la función jurisdiccional. 

El consejo de Estado ha manifestado: 

(…). Se aclara a este respecto que la Procuraduría 
no es un poder omnímodo no sujeto a controles, ni 
es una nueva rama del poder, ni es un nuevo juez 
creado sobre la marcha en contravía del diseño 
constitucional; no se puede atribuir, en contra de la 
Constitución Política que dice defender, estas fun-
ciones, ni puede siquiera sugerir que sus decisiones 
constituyen sentencias, con todas las garantías que 
revisten los fallos judiciales. La autonomía e inde-
pendencia que la Constitución Política le otorgan a 
la Procuraduría no implican que este organismo no 
esté a su turno sujeto a controles, dentro del sistema 
de frenos y contrapesos ideado por el Constituyen-
te. Más aún, el uso corriente de la expresión “juez 
disciplinario” por la Corte Constitucional para hacer 
referencia a la Procuraduría no puede interpretar-
se bajo ninguna perspectiva en el sentido de que 
la Procuraduría sea una autoridad jurisdiccional, ni 
de que sus dictámenes disciplinarios tengan la na-
turaleza jurídica de sentencias que hagan tránsito a 
cosa juzgada; tampoco el uso de la palabra “fallos” 
o “instancias”, en el que se suele incurrir.

El juez competente encargado de ejercer el 
control sobre los actos administrativos dis-
ciplinarios y el procedimiento seguido para 
adoptarlos es la jurisdicción contencioso-
administrativa.

Conclusiones

A pesar de la firmeza de la que gozan los ac-
tos administrativos, y de la regla general esti-
pulada en la Ley 1437 de 2011, de que todos 
los actos administrativos de contenido par-
ticular y concreto no pueden ser revocados 
por la administración sin el consentimiento 
expreso y escrito del respectivo titular, y que 
si la administración se equivocó en la deci-
sión final, esta estará obligada a demandar 

su propio acto ante la jurisdicción conten-
ciosa administrativa, sin embargo, observa-
mos que en el procedimiento disciplinario 
dicha regla no se cumple y que el disciplina-
do, además de haberse sometido a un largo 
proceso, de agotar todas las etapas procesa-
les, recursos y demás, y de que la adminis-
tración culminó con un acto administrativo, 
esta excepcionalmente queda facultada para 
revocar las decisiones administrativas.

Sin lugar a dudas, la revocatoria directa está 
orientada a excluir del ordenamiento jurídi-
co un acto administrativo para, de esta ma-
nera, proteger derechos subjetivos cuando 
ocasiona agravio injustificado a una perso-
na; básicamente, tiene como propósito pri-
mordial dar a la autoridad administrativa la 
oportunidad de reparar lo actuado por ella 
misma, no solamente con base en conside-
raciones relativas al interés particular del 
reclamante, sino por una causa de interés 
general consistente en la recuperación del 
imperio de la legalidad o en el resarcimiento 
de un daño público, que en el caso discipli-
nario son los fines del Estado.

La revocatoria directa en materia disciplina-
ria es la excepción a la inmutabilidad y obli-
gatoriedad de la cosa juzgada contemplada 
en los artículos 122 a 127 de la Ley 734 de 
2002, luego no es absoluta, puesto que el 
competente disciplinario está investido de 
poder para revocarla directamente.

En materia disciplinaria, la revocatoria di-
recta constituye una excepción a la firmeza 
de la decisión ejecutoriada que pone fin al 
proceso y está justificada por la importancia 
de los valores que pretende proteger. No es 
una instancia para controvertir de fondo las 
providencias, ni tampoco un recurso de la 
vía gubernativa, pero sí es un mecanismo 
que tiene la administración para controlar y 
rectificar sus propios actos, sin que sea ne-
cesario acudir a la jurisdicción de lo conten-
cioso administrativo.
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